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NULIDAD FALTA DE INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO/ Se dejó de vincular a una de las entidades que participan en el trámite de asignación de vivienda
“Sería del caso entrar a analizar el problema jurídico planteado por el actor, si no fuera porque en este caso concreto a la luz de lo dicho en precedencia (…) encuentra la Sala que (…) en el presente asunto existe una causal de nulidad del fallo confutado toda vez que teniendo en cuenta la manera cómo se realiza la asignación de las viviendas en especie, se debió vincular al presente asunto al Departamento para la Prosperidad Social ya que es ese departamento quien se encarga de realizar el sorteo entre los posibles beneficiarios a las viviendas a entregar por parte del Gobierno Nacional dentro de su programa de las 100 mil viviendas gratuitas, situación que hace necesaria su intervención (…)”
Cita: Corte Constitucional, auto 115 de 2008  
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ASUNTO

Resuelve la Sala la impugnación que promueve el accionante señor LEONEL CARDONA MARÍN, contra el fallo proferido el 23 de noviembre de 2015, por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira, en la acción de tutela que interpusiera en contra del FONDO NACIONAL DE VIVIENDA –FONVIVIENDA-, por la presunta vulneración de su derecho fundamental a la vivienda digna. 
ANTECEDENTES

Manifiesta la accionante que en el año 2005 fue desplazado de San José del Palmar, en donde tenía una tierra alquilada en la cual cultivaba café y tenía animales, además allí tenía su casa, la cual debió abandonar dadas las amenazas de las que fue víctima por parte de grupos armados; en el año 2007 realizó todos los trámites pertinentes ante Comfamiliar Risaralda para postularse para un subsidio de vivienda para población desplazada, quedando en la lista de espera. En el año 2014 le informaron de la caja de compensación familiar, que su postulación había sido autorizada y que por tanto debía allegar los documentos pertinentes para que se postulara al proyecto de vivienda “SALAMANCA” en el municipio de Pereira, lo cual realizó el 14 de agosto de ese año. 
Meses después, le informaron que su postulación para ese proyecto fue rechazada toda vez que su núcleo familiar actual era diferente al inscrito en la postulación realizada en el año 2007. Contra la resolución que determinó tal cosa presentó los recursos de ley, explicando que era el mismo grupo, sólo que ahora una de sus hijas era mayor de edad y por ende su número de documentos de identidad había cambiado. Dichos recursos fueron resueltos mediante resoluciones Nos. 0510 del 1º de abril de 2015 y 1072 del 24 de junio de ese mismo año, aceptando sus explicaciones, corrigiendo el error presentado y disponiendo validar su postulación para continuar con el proceso de asignación en los términos del Decreto 1921 de 2012, una vez la entidad cuente con disponibilidad de recursos y cupos dentro del proyecto de vivienda. 
Afirma el señor Cardona, que no entendía el contenido de las resoluciones anteriores, razón por la cual se acercó a Confamiliar a que le explicaran, y allí le informaron que debía esperar un nuevo proyecto porque todas las casas de los que estaban aprobados ya estaban asignadas; sin embargo, asegura que él veía casas desocupadas en Salamanca y algunas aún por construir en San Joaquín, además de que a conocidos suyos los estaban llamando para las vivienda de San Joaquín, pero a él no. 
Por lo narrado, considera injusto que no se le haya asignado una vivienda, puesto que en las resoluciones atrás mencionadas se dice que su postulación se validó y se dispuso que se le continuara el proceso de asignación, y sabiendo que aún faltan algunas casas por entregar, incluyendo las del proyecto de San Joaquín, él no aparezca en ninguno de los listados.

Indica que su caso debe ser priorizado para acceder a la vivienda de manera directa, toda vez que él ya está en estado de calificado, además de ello, se debe tener en cuenta que es un hombre de 62 años de edad, con problemas de salud, pues sufre del manguito rotador, que no cuenta con una fuente de ingresos estable ya que su trabajo es como vendedor ambulante y por su estado de salud hay ocasiones en que no puede salir a laborar, lo que perjudica a toda su familia ya que es él quien la provee económicamente; aunado a ello su condición de desplazado y su edad lo convierten en un sujeto de especial protección constitucional que debe ser tenido en cuenta primero que muchos otros, además de que no se puede ignorar que ya lleva mucho tiempo esperando para acceder al subsidio de vivienda en especie. 
Así las cosas, el señor Leonel solicita de la judicatura que se le ordene a las entidades accionadas priorizar su asignación de vivienda en el proyecto Salamanca o en cualquier otro donde haya disponibilidad de vivienda en el municipio de Pereira, esto es en el proyecto San Joaquín, teniendo en cuenta su edad, su estado de salud, que ya se ordenó asignarle la viviendas y hay disponibles en esos dos proyectos. 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA.

El Juzgado Sexto Penal del Circuito local avocó el conocimiento de la actuación el 9 de noviembre de 2015, admitió la demanda tutelar y corrió el traslado a la accionada en la forma indicada en la ley; posteriormente al efectuar un juicioso estudio de la situación fáctica planteada, mediante fallo del 23 denoviembre de 2015, decidió negar por improcedente la tutela de los derechos invocados por el señor Cardona Marín, al considera que en la actuación de las entidades encartadas en el presente asunto, no son vulneratorias de los derechos fundamentales del petente, toda vez que dentro del plenario no se probaron las condiciones de vulnerabilidad que alega el actor, pues a pesar de hacer mención a su problema de salud no demostró la gravedad de la misma, y tampoco la existencia de niños o personas en condiciones de discapacidad que ameriten la alteración de los turnos para el otorgamiento de las viviendas. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN. 

Una vez notificada de la decisión, el señor Leonel Cardona procedió a impugnar el fallo para ello allegó escrito en el cual dice que él no ha solicitado en ningún momento la alteración de turnos para la entrega de viviendas, toda vez que esas no se asignan de esa manera, además porque él ya realizó todos los trámites legales para acceder a ello. Reitera que es un hombre de 63 años de edad y que padece de problemas de salud, anexa copia de la historia clínica, y cita varios apartes jurisprudenciales sobre el tema. 
CONSIDERACIONES

1. Competencia:

Esta Sala de Decisión se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y numeral 2º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico planteado:

La Sala debe determinar sí de acuerdo a las normas legalmente establecidas frente al tema de vivienda para la población desplazada, le es o no posible revocar la decisión adoptada en primera instancia por el Juez A-quo, y en razón de ello ordenarle a Fonvivienda la asignación de una vivienda al accionante. 
3. Solución: 

Conforme a lo previsto por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene derecho a recurrir a la acción de tutela para invocar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona como integrante de la sociedad, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos prácticos y seguros para su protección. 
El derecho a la vivienda digna.

Establece el artículo 51 de la Constitución que “Todos los colombianos tienen derecho a vivienda digna.” entendiéndose este como un derecho de carácter prestacional, de segunda generación, que de acuerdo a lo dicho por la misma norma constitucional requiere de un desarrollo normativo por parte del Gobierno Nacional para su realización, la Corte Constitucional lo ha definido así:

“El concepto de vivienda digna implica contar con un lugar, propio o ajeno, que le permita a la persona desarrollarse en unas mínimas condiciones de dignidad y satisfacer su proyecto de vida. Igualmente, el artículo 51 de la Constitución Política consagra el acceso a una vivienda digna como un derecho de todas las personas, y asigna al Estado la obligación de fijar las condiciones necesarias para hacerlo efectivo a través de la promoción de planes de vivienda de interés social, sistemas adecuados de financiación a largo plazo y formas asociativas para la ejecución de dichos programas.”

Ahora bien, al tratarse de un derecho catalogado como económico, de entrada se puede pensar que no es susceptible de ser protegido por vía constitucional, sin embargo, teniendo en cuenta que el hecho de habitar una vivienda digna está ligado con otro tipo de derechos de primera generación como lo son la salud y la dignidad humana, la jurisprudencia constitucional ha indicado que existen ciertos grupos poblacionales para quienes este derecho se torna en fundamental, dadas sus especiales condiciones de vida, y por tanto, en esos casos sí es susceptible de ser protegido por este medio; encontrándose dentro de esos grupos a las familias en condiciones de desplazamiento. 

“4.2.2. Tratándose de población en situación de desplazamiento, debido a su especial condición de vulnerabilidad, la Corte ha indicado que su derecho a la vivienda digna es sujeto de una protección especial: se trata de seres expuestos a la violencia, al desarraigo y al extrañamiento, a la violación simultánea de los derechos a la vida e integridad, a la libertad personal, a tener una familia, así como a la pérdida o menoscabo de sus derechos a la propiedad y al trabajo y al desconocimiento de sus derechos sociales. De este modo, el restablecimiento de sus derechos fundamentales y socioeconómicos hace urgente el concurso inmediato del Estado. Por eso, la Corte ha establecido que el derecho a la vivienda digna es de carácter fundamental por conexidad, cuando se trata de personas desplazadas por la violencia y, en estos casos específicos, es susceptible de ser protegido mediante la acción de tutela. En tal sentido, esta Corporación ha proferido múltiples decisiones con el objetivo de proteger el derecho a la vivienda digna de la población desplazada.” 
 

Así las cosas, la presente tutela deviene en procedente toda vez que lo que con ella se busca es proteger el derecho fundamental de una familia que ha debido padecer la tragedia del desplazamiento forzado. 

Sobre el subsidio de vivienda para población desplazada.

El Decreto 951 de 2001, por medio del cual se reglamentó parcialmente las Leyes 3ª de 1991 y 387 de 1997, en lo relacionado con la vivienda y el subsidio de vivienda para la población desplazada, indica en su artículo 3º que los postulantes que serán potenciales beneficiarios de esos subsidios de los cuales trata esa norma son aquellos hogares conformados por personas víctimas del desplazamiento forzado que se encuentren debidamente inscritos en el RUPD. De allí que sea necesario indicar que para acceder a un subsidio de vivienda, bajo cualquier modalidad, es necesaria una postulación previa para adquirir el mismo, situación que es reiterada por el Decreto 2190 de 2009 y el 4729 de 2010.

Respecto al tema ha dicho la Corte Constitucional:

“3.9 En suma, la población en situación de desplazamiento tiene derecho fundamental a la vivienda. En desarrollo de este, el Estado se encuentra en la obligación de realizar acciones efectivas para que las personas víctimas del desplazamiento encuentren una solución definitiva, efectiva y adecuada a su problema de vivienda. La población en situación de desplazamiento tiene derecho a obtener, efectivamente, una vivienda que remplace la que perdió en medio del conflicto. Para esto podrá acceder a subsidios, a créditos especialmente diseñados por el Estado, así como a la asesoría y al acompañamiento permanente en su proceso.”

En punto del programa de las 100 mil viviendas gratuitas, se tiene que ello es un programa del Gobierno Nacional dirigido a familias que están por fuera del empleo formal y que se encuentran dentro de alguno de estos grupos poblacionales: “a) que esté vinculada a programas sociales del Estado que tengan por objeto la superación de la pobreza extrema o que se encuentre dentro del rango de pobreza extrema, b) que esté en situación de desplazamiento, c) que haya sido afectada por desastres naturales, calamidades públicas o emergencias y/o d) que se encuentre habitando en zonas de alto riesgo no mitigable. Dentro de la población en estas condiciones, se dará prioridad a las mujeres y hombres cabeza de hogar, personas en situación de discapacidad y adultos mayores.”
 Con el fin de establecer la lista de los posibles beneficiarios de dichas viviendas estableció en los parágrafos 4º y 5º del citado artículo:

“Parágrafo 4º. El Departamento Administrativo para la Prosperidad Social elaborará el listado de personas y familias potencialmente elegibles en cada Municipio y Distrito de acuerdo con los criterios de focalización empleados en los programas de superación de pobreza y pobreza extrema, o los demás que se definan por parte del Gobierno Nacional. Con base en este listado se seleccionarán los beneficiarios del programa del Subsidio Familiar 100% de Vivienda en especie con la participación del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, de los alcaldes y del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio a través del Fondo Nacional de Vivienda, en los municipios y distritos donde se adelanten los proyectos de vivienda de interés social prioritario. 
Tratándose de la identificación de los hogares localizados en zonas de alto riesgo no mitigable, los alcaldes municipales y distritales entregarán, al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social y al Fondo Nacional de Vivienda, el listado de hogares potencialmente beneficiarios teniendo en cuenta, entre otros, lo previsto en el artículo 5 de la Ley 2 de 1991 que modifica el artículo 56 de la Ley 9 de 1989. 

Parágrafo 5°. Cuando las solicitudes de postulantes, que cumplan con los requisitos de asignación para el programa del subsidio familiar 100% de vivienda en especie excedan las soluciones de vivienda que se van a entregar en los proyectos de vivienda de interés prioritario que se realicen en el municipio o distrito, el Departamento Administrativo Para La Prosperidad Social realizará un sorteo para definir los postulantes beneficiarios del subsidio familiar 100% de vivienda en especie, de conformidad con los criterios de priorización establecidos en la presente ley, cuando no existan otros criterios de calificación, para dirimir el empate.”
En desarrollo de las anteriores normas, se expidió el Decreto 1921 de 2012 por medio del que se reglamentó el artículo 12 de la Ley 1537 de 2012; en éste, se determinó quienes serían los potenciales beneficiarios de los programas de vivienda en especie disponiendo: 
“Artículo 6°. Identificación de potenciales beneficiarios. Para efectos de la aplicación de este decreto se consideran potenciales beneficiarios del SFVE los hogares registrados en los siguientes listados o bases de datos:
 

1. Red para la Superación de la Pobreza Extrema Unidos o la que haga sus veces.
 

2. Sistema de identificación para potenciales beneficiarios de los programas sociales - SISBÉN III o el que haga sus veces
 

3. Registro Único de Población Desplazada - RUPD o la que haga sus veces.
 

Parágrafo 1°. El DPS definirá mediante resolución cuáles son las bases de datos que utilizará en la identificación de los potenciales beneficiarios del SFVE.
 

Parágrafo 2°. En el caso de los hogares damnificados por desastre natural, calamidad pública o emergencia, y aquellos hogares localizados en zonas de alto riesgo no mitigable, los alcaldes municipales y distritales entregarán al DPS para su revisión e inclusión en los listados de hogares potenciales a ser beneficiarios, los censos elaborados en coordinación con el Consejo Municipal para la Gestión del Riesgo de Desastres (antes CLOPAD), el cual deberá ser avalado por el Consejo Departamental para la Gestión del Riesgo de Desastres (antes CRE​PAD) y refrendado por la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres - UNGRD.
 

Artículo 7°. Selección de hogares potenciales beneficiarios. El DPS realizará la selección de los potenciales beneficiarios del SFVE teniendo en cuenta los porcentajes de composición poblacional del proyecto y atendiendo los criterios de priorización que se determinen en el presente decreto.
 

Para cada grupo de población, el DPS verificará en primer orden que los hogares se encuentren oficialmente vinculados a la estrategia para la superación de la pobreza extrema del Gobierno Nacional - Red Unidos, o la que haga sus veces.
 

En caso que el número de viviendas a asignar para un determinado grupo de población exceda el número de hogares potenciales beneficiarios de la Red Unidos, el DPS verificará en segundo orden a los hogares que estén incluidos en la base del Sisbén III, de acuerdo a los puntos de corte que establezca el DPS por resolución.”
Así las cosas, se tiene que los potenciales beneficiarios del subsidio de vivienda gratuita fueron divididos en dos grupos, población desplazada y familias afectadas por desastres naturales, los cuales fueron subdivididos en orden de priorización; para el caso de los desplazados se dijo:
“Artículo 8°. Criterios de priorización. Para conformar cada grupo de población en un proyecto, el DPS aplicará lo establecido en el artículo 7° del presente decreto, teniendo en cuenta el siguiente orden de priorización:
 
1. Población Desplazada:
 

Primer orden de priorización: Hogares que hayan sido beneficiarios de un subsidio familiar de vivienda urbano asignado por el Fondo Nacional de Vivienda que se encuentre sin aplicar.
 

Segundo orden de priorización: Hogares que se encuentren en estado “Calificado” en el sistema de información del subsidio familiar de vivienda administrado por Fondo Nacional de Vivienda y que se hayan postulado en la convocatoria para población en situación de desplazamiento realizada en el año 2007.
 

Tercer orden de priorización: Hogares incorporados como desplazados en la base de datos del RUPD, que no hayan participado en ninguna convocatoria del Fondo Nacional de Vivienda dirigida a población desplazada.
 

Cuarto orden de Priorización: Si agotado el tercer orden de priorización, el número de viviendas a transferir excede el número de hogares a ser beneficiarios, el DPS utilizará la base del Sisbén III, para completar el número de hogares desplazados faltantes.”
En los artículos subsiguientes al atrás transcrito, el mencionado decreto dispone la manera como se debe realizar la identificación, postulación y selección de los beneficiarios del SFVE, indicando que Fonvivienda recibirá del DPS el listado de potenciales favorecidos con el subsidio, con base en ese listado se abre convocatoria para que los hogares potencialmente beneficiarios se postulen y presenten documentación; hecho eso, Fonvivienda revisa la documentación y le pasa al DPS un listado de las familias que sí cumplen con los requisitos de acuerdo a los grupos de priorización. Basándose en esa información, el Departamento para la Prosperidad Social, procede a realizar un sorteo entre los potenciales beneficiarios y sólo a quienes salgan favorecidos en el mismo le serán asignadas las viviendas disponibles para cada grupo de priorización. Después, y una vez definidos los ganadores, el fondo expedirá el acto administrativo de asignación de la vivienda. 

Del caso concreto:   
Sería del caso entrar a analizar el problema jurídico planteado por el actor, si no fuera porque en este caso concreto a la luz de lo dicho en precedencia, y revisada la respuesta dada al Despacho de primer nivel por parte de Comfamiliar Risaralda, encuentra la Sala que es necesario indicar que en el presente asunto existe una causal de nulidad del fallo confutado toda vez que teniendo en cuenta la manera cómo se realiza la asignación de las viviendas en especie, se debió vincular al presente asunto al Departamento para la Prosperidad Social ya que es ese departamento quien se encarga de realizar el sorteo entre los posibles beneficiarios a las viviendas a entregar por parte del Gobierno Nacional dentro de su programa de las 100 mil viviendas gratuitas, situación que hace necesaria su intervención para que informe entre otras cosas sí las afirmaciones realizadas por el señor Leonel respecto a la existencia de casas aún por entregar en los proyectos de vivienda gratuita en la ciudad de Pereira son ciertos o no, y si el actor fue tenido en cuenta al momento de la realización de las rifas para la asignación de los subsidios en este municipio. 
Teniendo en cuenta las anteriores manifestaciones, y en aras de tratar de ofrecerle una real solución al señor Leonel, el Juez A-quo debió proceder a vincular al presente asunto al Departamento para la Prosperidad Social, toda vez que su intervención dentro del presente asunto resulta bastante importante dada sus funciones en la asignación de los beneficiarios de los proyectos de vivienda en especie en el país. Por tanto de llegarse a revocar en esta instancia la decisión del A-quo emitiendo órdenes que deban ser cumplidas la entidad que no fue vinculada, se incurriría en una vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso y defensa, por cuanto no se integró en debida forma a la litis. 
De allí que la Corte Constitucional haya dicho:
“Por ello, si el juez constitucional advierte que no se ha integrado en debida forma el contradictorio por parte pasiva, será él quien asuma esa carga procesal, y en consecuencia, vinculará oficiosamente las partes e intervinientes al trámite de dicha acción de tutela que deban ser vinculados a dicho trámite, para lo cual podrá valerse de los elementos de juicio que obren en el expediente de tutela. De no ser posible la integración del contradictorio por pasiva en los términos ya anotados, proseguir con el trámite de la acción de tutela no tendría sentido, pues aun cuando se pudo haber verificado la vulneración de algún derecho fundamental, no se podría impartir protección alguna por cuanto no se pudo establecer quien estaba llamado a responder.
 
En consecuencia, de no integrarse en debida forma el contradictorio, ya sea por parte del mismo accionante o subsidiariamente por el juez constitucional, ello acarreará inexorablemente la nulidad de lo actuado, salvo que el afectado la subsane en forma expresa o tácitamente con su actuación consecuente.
 
4. Para evitar que situaciones como las anteriores se presentasen, los artículos 13 y 16 del Decreto 2591 de 1991 establecen que terceros con interés legítimo en el asunto, puedan intervenir en calidad de coadyuvantes del actor o de la persona o autoridad pública contra quien va dirigida la tutela, ordenando por demás, que el juez les notifique las providencias que se emitan en el trámite de este proceso constitucional. De esta manera, es claro que el tercero con interés legítimo en una tutela podrá intervenir no sólo en procura de protección constitucional, sino que también deberá ser cobijado por los actos de comunicación procesal, en tanto que por esta vía se asegura el pleno ejercicio del derecho de defensa y al debido proceso.
 
5. Por ende, puede decirse que la falta u omisión en la notificación de las decisiones proferidas en el trámite de una acción de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo en la misma, surge como una irregularidad que no sólo vulnera el debido proceso sino que puede llegar a constituirse en una verdadera denegación de justicia, a más de comprometer otros derechos de quienes no pudieron intervenir en el trámite de la misma por desconocimiento de tal actuación judicial. Por ello, cuando la providencia con la cual se admite una acción de tutela y se da inicio al trámite de la misma, deja de notificarse a las partes o terceros con interés legítimo, implica que quienes no fueron notificados, no tienen la posibilidad de intervenir en la misma, desconociéndoseles el debido proceso y de paso, pudiendo afectar otros derechos fundamentales cuya afectación podría suponer una clara violación de los mismos.
 
6. Cuando se presenta la situación anteriormente descrita, se configura una causal de nulidad de lo actuado, con la consecuente necesidad de reiniciar toda la actuación, previa integración del contradictorio por parte del juez, para notificar la actuación a todas las partes, así como a los terceros con interés legítimo en el proceso. Ciertamente, de esta manera se asegura el pleno ejercicio de derecho de defensa por cuenta de todos los intervinientes en el proceso, asegurándose así la posibilidad de proferir una sentencia de fondo con plena capacidad para proteger los derechos fundamentales invocados por el accionante como violados.” 

Con base en lo que viene de decirse, es evidente que en el presente asunto, para esta Sala se hace necesario enderezar la actuación del Juez de primer grado, para ello habrá de decretarse la nulidad del fallo proferido el 23 de noviembre del año 2015, por cuanto se requiere la vinculación al presente asunto del DEPARTAMENTO PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL –DPS-, cuya función es determinante para resolver de fondo lo pedido por el accionante. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Penal,

RESUELVE:

PRIMERO: DECRETAR la nulidad del fallo de primera instancia proferido dentro del presente asunto el 23 de noviembre de 2015, por el Juzgado Sexto Penal del Circuito local, ya que se hace necesario vincular al presente asunto al DEPARTAMENTO PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL –DPS-. Lo anterior sin perjuicio de la validez de las pruebas ya allegadas al proceso. 
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior se ORDENA que por Secretaría se remitan el expediente al Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira-Risaralda para que allí se rehaga la actuación conforme a lo aquí dispuesto.
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� Sentencia T-245 de 2012, M.P. Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.


� Corte Constitucional, sentencia T-003 de 2012, M.P. Dr. Mauricio González Cuervo.


� Corte Constitucional, sentencia T-847 de 2011, M.P. Dr. Mauricio González Cuervo.


� Inciso 2º del artículo 12 de la Ley 1537 de 2012. 


� Corte Constitucional, Auto-115 del 2008, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra.  
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